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1. Introducción 

El control de convencionalidad (CC) ha sido un tema de moda en la teoría 

constitucional y de derecho internacional de los derechos humanos de los últimos 

años2. Cierto es que hay modas de distinto tipo y entidad: las hay vacías y 

superficiales, sin mucha materia para la reflexión, pero también otras que están 

justificadas en toda regla. Considero que reflexionar y escribir sobre el control de 

convencionalidad sigue siendo una moda justificada, más aún cuando el análisis 

atraviesa dos ejes: sus consecuencias en la aplicación interna del derecho 

internacional de los derechos humanos (DIDH), por un lado, y el empleo de una 

perspectiva de derecho comparado, por otro. Este artículo pretende un ejercicio 

reflexivo en esa línea y compara la implementación del control de convencionalidad 

en los sistemas regionales interamericano y europeo de protección de los derechos 

humanos.  

El artículo ofrece, en primer lugar, un análisis sobre el control de 

convencionalidad según la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), 

que impone a los órganos públicos, principalmente a jueces, juezas y tribunales 

 
1 También: director del máster universitario en Derechos Humanos en la Universidad Europea de Madrid. 
Exbecario del Tribunal Constitucional de España. ORCID ID: 0000-0001-8486-1200.  
2 Algunos de los temas presentados en este artículo fueron tratados en: Perotti Pinciroli, I. G. (2021). 
El control de convencionalidad en el Derecho español: ¿una importación defectuosa? REEI, 41. 
Disponible en: https://reei.tirant.com/reei/article/view/2541  
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nacionales, a realizar un análisis de compatibilidad entre el derecho interno y el 

derecho interamericano, principalmente la jurisprudencia de este tribunal. El segundo 

apartado desarrolla las características del sistema europeo de derechos humanos y 

discute las posibilidades de que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) 

imponga el control de convencionalidad a los Estados miembros del Consejo de 

Europa. Se sugieren algunas reflexiones derivadas de la comparación entre ambos 

sistemas, con el propósito de descifrar por qué el control de convencionalidad aún no 

es una realidad jurídica en el sistema europeo, y qué circunstancias pueden resultar 

de utilidad para (re)pensar este mecanismo en América Latina. Por último, el último 

apartado ofrece algunas reflexiones finales. 

 

2. El control de convencionalidad en la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos 

 Desde su creación en el caso Almonacid Arellano y luego de más de una 

década de evolución en la jurisprudencia de la Corte IDH, el control de 

convencionalidad se ha transformado en un instrumento imprescindible para el 

sistema interamericano. En el plano internacional le ha permitido a este tribunal 

proyectar su doctrina convencional hacia el derecho interno de los Estados y trasladar 

así los estándares de su jurisprudencia. En el plano doméstico ha sido una herramienta 

fundamental para que los Estados logren niveles altos de cumplimiento del DIDH, 
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evitando así posibles sanciones internacionales y al mismo tiempo mejorando su 

realidad política, económica, social, cultural y ambiental.  

El CC es un mecanismo de derecho interno que obliga a los órganos estatales a 

realizar un examen de compatibilidad de ciertos actos jurídicos internos —leyes y 

demás normas, actos administrativos, decisiones judiciales, etc.— a la luz de los 

instrumentos y estándares de derecho internacional, y con efectos que van desde la 

interpretación conforme, la inaplicación o la nulidad del acto —conforme al caso 

concreto y a la competencia del órgano decisor—, para asegurar el pleno goce y 

ejercicio de los derechos humanos3. Si bien existen algunos debates sobre el origen 

del CC —en tanto cierta doctrina sostiene que deriva del derecho francés y que no es 

una novedad americana—4, resulta hoy indiscutible que el mérito exclusivo por la 

relevancia global de esta doctrina es solo de la Corte IDH. Pueden señalarse dos 

funciones complementarias del CC: una función inmediata —lograr la sintonía de cada 

ordenamiento interno jurídico respecto de los estándares interamericanos de 

derechos humanos previstos en el llamado bloque de convencionalidad5— y una función 

 
3 Vid., Henríquez Viñas, M. y Morales Antoniazzi, M. (coords.). (2017). El control de convencionalidad: 

un balance comparado a 10 años de Almonacid Arellano vs. Chile. Santiago, DER Ed.; García Ramírez, 

S. (2016). Sobre el control de convencionalidad. Revista de Pensamiento Constitucional, 21, pp. 173–

186; Ferrer Mac-Gregor, E. (2011). Reflexiones sobre el control difuso de convencionalidad. Opus Magna 

Constitucional Guatemalteco, III, pp. 291–333; y Ferrer Mac-Gregor, E. (2011). Interpretación conforme 

y control difuso de constitucionalidad. Revista de Estudios Constitucionales, 9–2, pp. 531–622. 

4 Vid., Díez-Picazo Giménez, L. M. (2023). Variaciones sobre el control de convencionalidad. Teoría y 
realidad constitucional, 51, pp. 89–107. Cfr., Perotti Pinciroli, I. (2021). El control de 
convencionalidad…” Op. cit., donde expongo que es más lógico pensar el control de convencionalidad 
como una derivación entre las obligaciones emanadas de las normas y principios del derecho 
internacional, por una parte, y el derecho interno, por la otra, que precisamente es el perfil inicial de 
los primeros votos particulares de García Ramírez. 
5 En el derecho latinoamericano, el bloque de constitucionalidad es también un bloque de 
convencionalidad, ya que está conformado por las normas constitucionales, los tratados de derechos 
humanos y los estándares jurisprudenciales fijados por la Corte IDH.  
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mediata —evitar sanciones internacionales y asegurar un alto grado de cumplimiento 

de los derechos humanos en todo el sistema—. Es este último rasgo el que distingue el 

CC interamericano de otros modelos similares del derecho comparado europeo6.  

El CC ha sido fruto de más de dos décadas de construcción jurisprudencial de 

la Corte IDH. Sus antecedentes llevan directamente a los votos particulares del juez 

García Ramírez en los casos Myrna Mack Chang7 y Tibi8, donde esbozó los primeros 

rasgos de esta doctrina. No obstante, el tribunal lo introdujo por primera vez en la 

sentencia del caso Almonacid Arellano, donde declaró que “el Poder Judicial debe 

ejercer una especie de ‘control de convencionalidad’ entre las normas jurídicas 

internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos [CADH]”9. En esta primera sentencia perfiló la doctrina bajo tres premisas: 

que es una obligación de jueces y tribunales, que además de la Convención Americana 

deben considerar también la doctrina convencional de la Corte IDH y que las normas 

internas que no superen dicho examen “desde un inicio carecen de efectos jurídicos”. 

Poco después, precisó que no se trata de una mera facultad judicial dependiente de 

instancia de parte, sino una obligación a cumplirse de oficio10, sin importar la 

jerarquía judicial11, aunque respetando las respectivas competencias y regulaciones 

 
6 Vid., Burgorgue-Larsen, L. (2014). Chronique d'une théorie en vogue en Amérique latine Décryptage 
du discours doctrinal sur le contrôle de conventionalité. Revue française de droit constitutionnel, 100, 
pp. 831–863, quien otorga al CC la función distintiva de asegurar la efectividad y viabilidad de un 
derecho humanista. 
7 Corte IDH, caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala, 25 noviembre 2003, voto razonado juez García 
Ramírez, párr. 27. 
8 Corte IDH, caso Tibi vs. Ecuador, 7 septiembre 2004, voto razonado juez García Ramírez, párr. 3. 
9 Corte IDH, caso Almonacid Arellano vs. Chile, 26 septiembre 2006, párr. 124. 
10 Corte IDH, caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, 24 noviembre 
2006, párr. 128. 
11 Corte IDH, caso Boyce y otros vs. Barbados, 20 noviembre 2007, párr. 77–79.  



  
 

 

 

 

BOLETÍN DE LA ACADEMIA DE YUSTE Nº 41. Septiembre 2024 
ISSN 2695-7027 

5 

procesales internas12. Finalmente, extendió los órganos obligados a realizar dicho 

control a “cualquier autoridad pública”13. En cuanto al parámetro de comparación, 

según la Corte IDH el CC debe efectuarse entre las normas internas “y los tratados de 

derechos humanos de los cuales es Parte el Estado”14, el cual luego amplió a las 

opiniones consultivas15.  

Sobre el fundamento jurídico del CC, vaya por delante que no existe una norma 

específica —ni en la CADH ni en ningún otro tratado— que obligue a los Estados a 

implementarlo. La Corte IDH apoya su fundamentación en tres pilares: el carácter 

vinculante de su jurisprudencia, las normas de la CADH y los principios de derecho 

internacional en materia de interpretación16. En primer lugar mantiene la lógica de 

que si los Estados no cumplen con sus cánones interpretativos se arriesgan a una 

condena internacional, por lo que su jurisprudencia no puede ser sino vinculante17. 

Sin embargo, no se trata de una cuestión aceptada pacíficamente, y ha generado tanto 

debates doctrinales18 como divisiones entre los tribunales nacionales19. En segundo 

lugar, funda el CC en los arts. 1.1 CADH —obligación de respeto y garantía de los 

 
12 Corte IDH, caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, 26 noviembre 2010, párr. 225.  
13 Corte IDH, caso Gelman vs. Uruguay, 24 febrero 2011, párr. 239. 
14 Corte IDH, caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) vs. Guatemala, 20 noviembre 2012, párr. 330. 
15 Corte IDH, Opinión Consultiva OC-21/14, 19 agosto 2014. 
16 Cfr., González Domínguez, P. (2018). The Doctrine of Conventionality Control. Cambridge, 
Intersentia, p. 68. 
17 Véase Corte IDH casos Radilla Pacheco vs. México, 23 noviembre 2009; Cabrera García y Montiel 
Flores vs. México, voto razonado juez Ferrer Mac-Gregor; y Gelman vs. Uruguay, cit. 
18 A partir de una interpretación literal de la CADH, las posturas contrarias argumentan que no es posible 
asignar efectos vinculantes a una sentencia cuando el Estado no haya sido parte del proceso 
internacional. 
19 Así, la Corte Suprema de Argentina declaró en 2017 que las únicas sentencias de la Corte IDH que 
obligan al Estado son aquellas que le imponen una condena, en el marco de su competencia remedial. 
Vid., CSJN, Asunto Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto s/ informe sentencia dictada en el caso 
“Fontevecchia (…)”, 14 febrero 2017. 
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derechos y libertades recogidos en la Convención—, 2 CADH —obligación de adoptar 

disposiciones de Derecho interno para cumplir con tales derechos—, 25 CADH —

protección judicial— y 29 CADH —interpretación de los derechos bajo el principio pro 

persona—. En tercer lugar, la Corte recurre con frecuencia a los principios de derecho 

internacional sobre observancia, aplicación e interpretación convencional que recoge 

la Convención de Viena de 1969, en especial al effet utile de los tratados, al pacta 

sunt servanda y a la prohibición de invocar el ordenamiento interno para justificar su 

incumplimiento. 

Otro de los aspectos más álgidos de la implementación de esta doctrina es el 

de sus efectos. Por un lado, a la falta de previsión normativa del CC se suma una 

jurisprudencia zigzagueante y poco clara de la Corte IDH, más allá de que los efectos 

concretos en buena parte dependen de las regulaciones constitucionales y legales de 

cada Estado. Por otro, un sector de la doctrina objeta una cierta extralimitación de 

la Corte IDH en la implementación del CC, crítica que se conecta con una más general 

sobre una actuación de la Corte más allá de sus competencias. Lo cierto es que, según 

la jurisprudencia interamericana, los efectos del CC pueden fijarse en tres niveles: la 

interpretación conforme, la inaplicación del acto jurídico interno analizado o su 

invalidez.  

En la interpretación conforme no se afecta la validez de la norma, sino que se 

desechan aquellas interpretaciones contrarias o incompatibles con el orden 

internacional, en un proceso de armonización20. Si ello no es posible, el órgano público 

 
20 Ferrer, “Interpretación conforme…”, op. cit., p. 535. El derecho comparado ofrece varios ejemplos 
de Estados que incorporan en sus constituciones un mandato expreso, dirigido a todos los poderes, para 
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debe inaplicar la norma, un efecto cuestionado por algunos autores que ven en la 

posibilidad de que un tribunal deje de aplicar una norma un serio déficit de legitimidad 

democrática21. Por último, la invalidez —el más discutido de sus efectos—dependerá 

de las características de la jurisdicción constitucional de cada Estado. Si el control de 

constitucionalidad es difuso, el de convencionalidad estará en cabeza de todos los 

jueces y tribunales, mientras que si el control es concentrado, solo aquellos tribunales 

autorizados —típicamente un Tribunal Constitucional o una Corte Suprema— podrán 

invalidar la norma interna22.  

Por otro lado, cuando lo que se enjuicia es la convencionalidad de un precepto 

de la Constitución —si ello fuera posible— la invalidez no tiene allí cabida alguna, ya 

que la norma se dejará de aplicar y luego se activarán los mecanismos de reforma 

constitucional que correspondan23. Esto fue lo que ocurrió en Honduras en 2015, 

cuando la Corte Suprema decidió inaplicar normas constitucionales que limitaban la 

reelección presidencial argumentando que contradecían los estándares 

interamericanos de interpretación, al igual que en Bolivia, donde el Tribunal 

Constitucional declaró en 2017 que la CADH tenía aplicación preferente sobre la 

Constitución, la cual limitaba la reelección presidencial. 

 
efectuar esta interpretación conforme, como España en el art. 10.2, Portugal en el art. 16.2, o México 
en el art. 1. 
21 Vid., Gargarella, R. (2015). Democracy and Rights in Gelman v. Uruguay. AJIL Unbound, 109, pp. 115–
119. Cfr. Bogdandy, A. y Urueña, R. (2020). International Transformative Constitutionalism in Latin 
America. AJIL, 114–3, p. 434 y ss. 
22 Ferrer, “Reflexiones…”, op. cit., p. 308. 
23 Como la reforma de la Constitución chilena que eliminó censura previa, a propósito del caso La última 
tentación de Cristo de la Corte IDH (2001).  
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 El último de los efectos es la invalidez de la norma o acto jurídico, una 

consecuencia in extremis que la Corte IDH tradicionalmente ha asociado a los casos 

más graves, como las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos. Así 

ocurrió varios años antes de la creación del CC en el caso Barrios Altos, donde la Corte 

IDH trasladó la obligación internacional de enjuiciar los crímenes de lesa humanidad 

al derecho interamericano y declaró que las leyes de amnistía “carecen de efectos 

jurídicos” por ser incompatibles con la CADH24. Con esa indicación, la Corte puso en 

cabeza de los Estados el mandato de reformar sus ordenamientos internos, aunque 

todavía sin mencionar el CC. A partir del caso Almonacid Arellano la Corte vinculó 

directamente la invalidez de las amnistías con el CC, el cual se transformó en el 

mecanismo idóneo para que jueces y tribunales nacionales examinasen la 

compatibilidad de su derecho interno y, eventualmente, lo depuren25. Esta 

construcción jurisprudencial fue determinante en la reapertura de las investigaciones 

penales por crímenes de lesa humanidad en países como Chile o Argentina. En este 

último caso, la Corte Suprema declaró la inconstitucionalidad y nulidad de las 

amnistías e indultos, con fundamentos basados precisamente en estos estándares 

interamericanos26. 

 
24 Corte IDH, caso Barrios Altos vs. Perú, 14 marzo 2001. 
25 En el caso Almonacid Arellano, la Corte continuó la línea de Barrios Altos y declaró que las leyes de 
amnistía carecen de efectos jurídicos desde el momento mismo de su aprobación, al ser contrarias al 
objeto y fin del derecho internacional.  
26 Vid., Perotti Pinciroli, I. (2023). Derecho de las relaciones exteriores, Derecho internacional 
comparado y el papel de los tribunales nacionales en la justicia transicional: los casos de Argentina y 
España. Anuario Colombiano de Derecho Internacional, 16, disponible en: 
https://revistas.urosario.edu.co/index.php/acdi/article/view/12633  

https://revistas.urosario.edu.co/index.php/acdi/article/view/12633
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Más allá de las críticas al CC, lo cierto es que su creación e implementación fue 

una iniciativa de la Corte IDH no solo creativa sino también muy exitosa. A través de 

esta herramienta, los jueces y tribunales nacionales de América Latina se han 

transformado en verdaderos jueces interamericanos, quienes ahora tienen la 

responsabilidad de armonizar la legislación nacional con los parámetros 

interamericanos, con la garantía y contralor último de la Corte como instancia 

subsidiara y final del sistema. El CC ha permitido a la Corte IDH reforzar la 

obligatoriedad de sus estándares jurisprudenciales en muchos rincones del continente, 

en gran medida gracias a las cláusulas constitucionales de apertura al derecho 

internacional, las cuales han permitido una penetración mucho más intensa y eficaz 

de las normas internacionales. No obstante, hacia el futuro conviene hacer un balance 

reflexivo más profundo sobre la manera concreta en que los órganos estatales lo 

implementan, al igual que sobre la extensión que la Corte IDH le asigna al mecanismo, 

que si se extralimita puede generar reacciones de backlash o retrocesos y 

comprometer la eficacia de la jurisdicción interamericana.   

  

3. El control de convencionalidad en el Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos 

Desde su creación, y pese a las distintas reformas que ha atravesado, el sistema 

del TEDH ha cumplido un papel crucial en la protección de los derechos humanos en 
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Europa27. Pero a diferencia de la Corte IDH, Estrasburgo no fija estándares 

jurisprudenciales contundentes, sino que se enfoca en la tutela subjetiva que implica 

dar solución a numerosos casos concretos. El TEDH se ha conformado con cumplir una 

función armonizadora indirecta, por fijar un estándar mínimo de protección, con la 

confianza depositada en que los Estados interpreten y apliquen los derechos humanos 

a la luz de su jurisprudencia, en especial por medio de los tribunales nacionales28. El 

sistema europeo se caracteriza también por el margen de apreciación, doctrina que 

otorga cierta flexibilidad a los Estados para determinar la extensión de los derechos y 

su significado en el caso concreto29. Este margen también puede ser entendido como 

una válvula de escape, que permite al TEDH evitar pronunciamientos categóricos sobre 

el alcance de ciertos derechos controvertidos o difíciles de implementar, como el 

matrimonio igualitario, que Estrasburgo rechazó y dejó librado al margen de 

apreciación estatal30.  

Las sentencias del TEDH son de cumplimiento obligatorio para los Estados 

condenados, pero en la mayoría de los casos suelen limitarse a declarar la violación 

del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH) y, en algunos casos, a ordenar 

una satisfacción equitativa31. A pesar de ese carácter declarativo, durante las últimas 

 
27 López Guerra, L. M. (2021). El Convenio Europeo de Derechos Humanos. Según la jurisprudencia del 
Tribunal de Estrasburgo. Valencia, Tirant lo Blanch. 
28 Canona Usera, R. (2015). El control de convencionalidad. Pamplona, Aranzadi, p. 17. 
29 Vid., García Roca, J. (2010). El margen de apreciación nacional en la interpretación del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos. Madrid, Civitas; y Sáiz Arnaiz, A. (2018). Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos y procesos políticos nacionales: democracia convencional y margen de apreciación. Teoría y 
Realidad Constitucional, 42, pp. 221-245. 
30 TEDH, caso Chapin y Charpentier vs. Francia, 9 junio 2016 —declaró que el art. 12 CEDH no reconoce 
un derecho al matrimonio entre dos contrayentes del mismo sexo, y que quedaba en manos de los 
Estados apreciar si correspondía esa posibilidad legal—.  
31 Art. 41 CEDH. 
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décadas el sistema ha comenzado una lenta evolución en dirección hacia la reparación 

integral, al incluirse otro tipo de reparaciones en forma de obligaciones específicas 

para subsanar las violaciones a los derechos humanos. Entre otras medidas de 

reparación, el tribunal ha ordenado la reapertura de procesos civiles o penales, el 

cese de la privación de la libertad personal de la víctima32, la cancelación de 

inscripciones administrativas o medidas de protección contra el cambio climático33. 

Sin embargo, estas reparaciones no son la regla sino la excepción, situación que 

contrasta con el abanico diverso de reparaciones que ordena la Corte IDH. Y es que 

en un numero significativamente menor de sentencias que las del TEDH —463 

sentencias de la Corte IDH contra más de 30 mil del TEDH34—, la Corte IDH ha ordenado 

una enorme cantidad de medidas de reparación y garantías de no repetición de la más 

diversa índole, además de imponer el CC y la obligatoriedad de su jurisprudencia. Por 

el contrario, Estrasburgo no ha ido tan lejos, en parte debido a la naturaleza del 

sistema y a las tradiciones constitucionales fuertemente consolidadas de los Estados 

parte, que lo ha llevado a mostrarse bastante deferente en ciertas materias.  

Sin embargo, no hay buenas razones para que la jurisprudencia del TEDH no 

pueda tener el mismo valor vinculante que le asigna Corte IDH, y que los Estados 

latinoamericanos en general han adoptado35. El TEDH está en condiciones jurídicas y 

estructurales de asumir tanto una función de desarrollo del CEDH, de armonización de 

 
32 TEDH, caso Del Río Prada vs. España, (Gran Sala), 21 octubre 2013. 
33 TEDH, caso Verein KlimaSeniorinnen Schweiz et al. vs. Suiza, (Gran Sala), 9 abril 2024. 
34 Cantidad de sentencias emitidas desde su creación hasta diciembre de 2022. 
35 Vid., García Roca, J. y Queralt Jiménez, A. (2019). Buenas prácticas en el cumplimiento de las 
sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. En A. Bogdandy, E. Ferrer Mac-Gregor, M. 
Morales Antoniazzi y P. Saavedra Alessandri (coords.), Cumplimiento e impacto de las sentencias de la 
Corte Interamericana y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, México, MPIL-UNAM, pp. 703-771. 
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los estándares europeos en derechos humanos, como una función constitucional o de 

tutela objetiva, mediante un mayor énfasis en el efecto de cosa interpretada36. El 

CEDH tiene una base normativa suficiente sobre la cual fundar esta expansión del 

efecto de cosa interpretada. El art. 1 CEDH —obligación de respetar los derechos 

humanos— establece una obligación de resultado para los Estados, un deber de 

compatibilidad del derecho interno respecto de las normas internacionales y su 

interpretación por parte de los tribunales internacionales. Además, del art. 32 CEDH 

se interpreta que la competencia del TEDH se extiende a todos los asuntos relativos a 

la interpretación y aplicación del CEDH y de sus protocolos. 

Algunos casos de las últimas décadas muestran que esas funciones no son 

completamente ajenas al sistema europeo. En el caso Irlanda, el TEDH dijo que sus 

sentencias sirven no solo para decidir los casos que llegan a su conocimiento, sino para 

contribuir a establecer principios y reglas derivados del CEDH y que los Estados deben 

cumplir37. En el caso Marckx declaró que sus sentencias pueden tener efectos que 

trasciendan el caso particular decidido38, mientras que en el caso Loizidou el TEDH se 

calificó al CEDH como el “instrumento constitucional del orden público europeo”39. En 

el caso Slawomir el TEDH determinó la obligación estatal de adoptar todas las medidas 

 
36 Ferrer Mac-Gregor, E. y Queralt Jiménez, A. (2017). El control de convencionalidad americano y el 
efecto de cosa interpretada europeo ¿dos caras de una misma moneda? En J. García Roca y E. Carmona 
Cuenca (eds.), ¿Hacia una globalización de los derechos? El impacto de las sentencias del Tribunal 
Europeo y de la Corte Interamericana, Pamplona, Aranzadi, pp. 133-168, en p. 149. 
37 TEDH, caso Irlanda vs. Reino Unido, 18 enero 1978, párr. 154.  
38 TEDH, caso Marckx vs. Bélgica, 13 junio 1979, párr. 58. 
39 TEDH, caso Loizidou vs. Turquía, 23 mayo 1995, párr. 75. 
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de derecho interno necesarias para poner fin a una vulneración de derechos humanos 

y reparar sus efectos tanto como sea posible40.  

Algunas reformas recientes en el sistema europeo sugieren que el TEDH está 

adoptando un nuevo rumbo para acentuar la tutela objetiva de su jurisprudencia. 

Estos cambios se dirigen en dos sentidos complementarios: por un lado, hacia una 

lenta transformación del TEDH en una suerte de tribunal constitucional europeo41; por 

otro, en una pérdida de su protagonismo y en una mayor relevancia de los tribunales 

nacionales europeos42. La primera de estas variaciones son las sentencias piloto, que 

implican que la decisión respecto de un caso sirva como modelo para casos similares 

todavía no resueltos43. La sentencia sugiere al Estado la adopción de una serie de 

medidas generales para evitar la repetición de la misma vulneración, que si se 

cumplen el tribunal dejará en suspenso el examen de los casos acumulados en el 

mismo expediente.  

Pero el procedimiento que más acerca al TEDH a la tutela objetiva de la Corte 

IDH son las opiniones consultivas creadas por el Protocolo 1644, que permite a los 

Estados elevar consultas a través de los tribunales de mayor jerarquía a Estrasburgo 

sobre el alcance de los derechos del CEDH45. Este nuevo procedimiento parece 

fortalecer la figura de los jueces nacionales en la formación de un derecho común 

 
40 TEDH, caso Slawomir vs. Polonia, 20 enero 2009.  
41 García Roca, J. (2019). La transformación constitucional del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos. Pamplona, Civitas. 
42 Izquierdo Sans, C. (2018). La evolución del sistema de acceso al Tribunal Europeo de derechos 
humanos. Una revisión de calado. Revista española de derecho europeo, 68, pp. 55–83. 
43 TEDH, caso Broniowski vs. Polonia, 22 julio 2004.  
44 Protocolo Adicional N° 16 al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, de 2 octubre 2013. 
45 España, hasta el momento, no lo ha ratificado. 
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europeo y en la protección de los derechos humanos. Hasta el momento el TEDH ha 

admitido siete opiniones consultivas, solicitadas por Bélgica, Finlandia, Francia, 

Armenia, Lithuania y Francia46. Pese al optimismo sobre el protocolo, cabe señalar 

que hasta el momento solo 22 de los 46 Estados parte del CEDH han ratificado este 

protocolo47. Lo anterior, sumado a que las resoluciones de estas opiniones consultivas 

no tienen carácter no vinculante, deja muchas dudas sobre su eficacia para consolidar 

la cosa interpretada y, por tanto, un eventual control de convencionalidad en Europa. 

La implementación de esos nuevos procedimientos podría leerse como un giro 

del TEDH hacia la construcción de las bases necesarias para establecer una obligación 

similar al control de convencionalidad interamericano. Sin embargo, este giro es aún 

tímido e incipiente, y por el momento el TEDH no impone a los Estados la obligación 

de realizar un control de convencionalidad. Algunos factores internos y externos 

podrían ayudar a entender esta circunstancia: la importancia de los sistemas 

constitucionales europeos, las características de las sentencias del TEDH, el carácter 

débil del efecto de cosa interpretada de su jurisprudencia y la aplicación del margen 

de apreciación.  

En definitiva, en este proceso de reformas hacia la tutela objetiva, el TEDH 

podría encontrar útil nutrirse del largo camino recorrido por la Corte IDH respecto del 

control de convencionalidad, para aprender de sus aciertos, pero también de sus 

errores. Y evaluar así los beneficios de contar con una herramienta jurídica que ha 

 
46 Información que figura en el propio sitio web del TEDH, https://www.echr.coe.int/   
47 Firmas y ratificaciones del Protocolo nº 16 a diciembre de 2022, Consejo de Europa, disponible en: 
https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list?module=signatures-by-treaty&treatynum=214  

https://www.echr.coe.int/
https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list?module=signatures-by-treaty&treatynum=214
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sido fundamental para mejorar la realidad política, social, económica y jurídica de 

América Latina. 

 

4. Conclusiones 

El control de convencionalidad nació, se desarrolló y adquirió la potencia 

jurídica que tiene hoy gracias a la Corte IDH y a su implementación por los Estados 

latinoamericanos. La Corte ha dado forma a esta doctrina durante casi dos décadas, 

permitiéndole llevar el cumplimiento de su doctrina convencional a casi todos los 

rincones del sistema interamericano. Por su parte, los Estados han colaborado 

intensamente con la tarea de la Corte, ya que han abrazado el mecanismo y han 

aceptado sus consecuencias. El CC ha sido y es un instrumento fundamental para la 

protección de los derechos humanos en América Latina.  

En el sistema europeo la situación es muy diferente. La tarea jurisdiccional del 

TEDH se ha caracterizado tradicionalmente por la tutela subjetiva —otorgar una 

solución jurídica caso por caso— y no por la tutela objetiva, es decir, por forjar una 

doctrina convencional para que los Estados implementen a través de sus órganos 

internos. En el sistema del TEDH, el efecto de cosa interpretada no tiene el mismo 

impacto que en el sistema interamericano. Sin embargo, parte de la doctrina sostiene 

que el carácter vinculante de toda la jurisprudencia del TEDH debería ser igual al que 

le asignan tanto la Corte IDH como la mayoría de los Estados latinoamericanos. Y es 
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que tanto la naturaleza jurídica del CEDH como la del propio tribunal imponen ese 

camino. Por el contrario, el argumento formal de que la doctrina convencional de 

Estrasburgo no es obligatoria para los Estados, basado en el contenido literal de ciertas 

normas del CEDH, a mi juicio carece de sustento jurídico.  

Así mismo, algunas reformas introducidas en el sistema europeo durante la 

última década sugieren un cambio de rumbo en la protección de los derechos humanos 

hacia un mayor peso de la tutela objetiva. Hemos visto que estos cambios se dirigen 

en dos sentidos complementarios: por un lado, hacia una lenta transformación del 

TEDH en una suerte de tribunal constitucional europeo; por otro, en una pérdida de 

su protagonismo y en una mayor relevancia de los tribunales nacionales europeos. Así, 

tanto el procedimiento de las sentencias piloto como las opiniones consultivas en el 

futuro podrían significar un cambio rotundo en el sistema. Sin embargo, por ahora no 

tienen la fuerza y el apoyo necesarios para lograrlo. 

En conclusión, y más allá de las diferencias entre ambos sistemas, el CC puede 

pensarse también desde el punto de vista de su rendimiento como mecanismo de 

protección de los derechos humanos. Reflexionar sobre el impacto concreto que esta 

doctrina puede generar en Europa como herramienta de transformación de la realidad, 

incluso cuando ese impacto sea distinto al del sistema interamericano. Aun así, el 

futuro de la defensa y garantía de los derechos humanos, sin distinción de fronteras, 

ciertamente lo amerita. 

 


